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No ta i n t roduc t or i a de l e di t or 

E l  Der ec ho  Ad m i n i s t r at i vo  Globa l  
y  e l  Der ec ho  Ad m i n i s t r at i vo  nac iona l ,  

dos  di m e nsion e s  c i e n t í f ic a s  
hoy  i nse pa r a bl e s

I.  Sen tido y a lca nce del libro

1. Objeto

R ich a r d B. Stewart y Benedict Kingsbury, dos especialistas de talla 
mundial en sus respectivas materias (Derecho Administrativo y Dere-
cho Internacional), han sabido aportar, desde la Universidad de Nueva 

York, lo mejor de su pensamiento para iniciar hace una década1 un apasionante 
y sugestivo proyecto en común, la construcción de un nuevo campo –el Dere-
cho Administrativo Global–, abierto a la entera comunidad académica, a los 
profesionales y a todos los operadores jurídicos relacionados con la gobernanza 
transnacional, y que pronto encontraría un enorme eco en la teoría y en la prác-
tica, en la ciencia y en la profesión, en todos los continentes.2

El título de la presente obra colectiva habla por sí solo. Condensa lo más 
granado y selecto de los trabajos de los promotores norteamericanos de este 
nuevo campo, el «Derecho Administrativo Global» (Global Administrative 
Law), o Derecho Administrativo de la gobernanza global. Y lo hace de forma 
sistemática y coherente: bases conceptuales (i), principios fundamentales (ii), 
y ámbito de aplicación o sectores especiales (iii). Tal es la estructura tripartita 
del libro. Los trece capítulos y las tres partes de la presente obra han sido cui-
dadosamente dispuestos por los propios autores, a fin de seguir un fructífero 
itinerario intelectual que permita la adecuada comprensión de lo que aquí se 
propone y somete a debate. El primer capítulo ha sido elaborado para esta obra, 
con el propósito de hacer balance de los diez años de historia de este movimien-
to científico –«a la norteamericana» en su impulso inicial, aunque hoy plural y 
descentralizado, y en el que tienen cabida explícitamente todas las perspectivas 
científicas y jurídicas, y, desde luego, la europeo-continental–. La construcción 
y aplicación del Derecho Administrativo Global es obra de todos.

[ 1 ] Cfr. capítulo segundo.

[ 2 ] Cfr. capítulo primero.
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Se trata de un trabajo, de primer nivel intelectual, que a nadie dejará in-
diferente. Las páginas que siguen constituyen expresión de una honesta labor 
científica, fruto de la fértil y sabia conjunción de métodos y ángulos de visión, y 
en las que se exponen de modo crítico y con claridad las luces y las sombras, las 
virtualidades y los límites, de un sistema de Derecho Administrativo Global en 
su incipiente y evolutiva comprensión actual. El último capítulo –una reflexión 
sobre la legitimidad democrática–, del mismo modo que el primero –un alto en 
el camino a los diez años de andadura– y el segundo –el trabajo fundacional–, 
resultan particularmente ilustrativos en tal sentido. Las dimensiones en que se 
engasta, y desde la que se edifica, este nuevo campo; su perímetro y contenido; 
las profundas consecuencias para el propio Derecho nacional; o el cabal cono-
cimiento de lo que significa el mundo de la gobernanza global, son algunas de 
las enseñanzas que de inmediato se extraen de su lectura. 

2. La serie editorial «Derecho Administrativo Glo-
bal»

No faltan académicos de habla no española que contemplan con sana envidia esta 
recopilación sistemática y actualizada, cuya gestación se inició hace ya algunos años. 
Primero, porque son sus propios protagonistas los que realizan la selección de lo más 
acabado y perenne del trabajo realizado, con la perspectiva que sólo el transcurso del 
tiempo proporciona; segundo, porque el conjunto del libro conforma un sistema cohe-
rente, como se ha notado, que no tiene su correlato en inglés; y, en fin, en tercer lugar, 
porque, como ha quedado dicho, se introduce la lectura de estos estudios con una pa-
norámica sobre el camino recorrido, en exclusiva para la edición española3.

Representa un honor, pues, que esta obra figure en la «Colección Albero» (sobre el 
Derecho Administrativo más allá del Estado) del proyecto académico internacional que 
auspicia esta editorial, especializada en el debate y la difusión de las vanguardias del 
Derecho Administrativo4. Serie o colección en la que han participado ya otros ilustres 
juristas, entre los que emerge por su intensa participación y prestigio internacional el 
nombre de Sabino Cassese5, fundador asimismo de un centro de investigación sobre el 
Derecho Administrativo Global en Italia.6

[ 3 ] Cfr. capítulo primero. 

[ 4 ] Vid. http://es.globallawpress.org/presentacion-editorial/.

[ 5 ] Autor de varias obras en la misma colección (http://es.globallawpress.org/filter/serie-albero/): Los 
tribunales ante la construcción de un sistema jurídico global (2010), El Derecho Global. Justicia y democracia 
más allá del Estado (2010), y, en formato digital tan sólo, The Global Polity, 2012 (http://es.globallawpress.
org/portfolio/the-global-polity/). Más recientemente, y en la Colección Blanca o de pensamiento, y 
con sustanciosos capítulos sobre la materia, es de reseñar su libro Derecho Administrativo: Historia y 
futuro, 2014 (http://es.globallawpress.org/portfolio/derecho-administrativo-historia-futuro-sabino-
casesse/).

[ 6 ] Me remito al capítulo primero, en el que se da cuenta de esta relevante iniciativa. 
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3. El proyecto académico de la New York University 
School of Law. La lectura y estudio del contenido de 
la presente obra colectiva

El Derecho Administrativo Global constituye un movimiento científico, aunque 
con implicaciones prácticas y propuestas de reforma, que se estructura en torno a un 
amplio proyecto de investigación, promovido inicialmente, aunque luego extendido 
y multiplicado, desde la New York University7, y que, con pretensiones de mejorar la 
gobernanza más allá del Estado desde el legado cultural del Derecho Administrativo y 
otras ramas y ciencias, aspira a juridificar el espacio global, la «vida inteligente» que se 
encuentra en el espacio «exterior» (o «interior», con efectos hacia afuera).

El capítulo primero ofrece en apretada síntesis algunas de las coordenadas que 
enmarcan el estado actual del Derecho Administrativo Global. El capítulo segundo, 
más extenso, contiene el trabajo «fundacional» e iniciático de este movimiento: ahí se 
encuentran las bases de lo que se entiende por Derecho Administrativo Global, las pre-
misas y conceptos fundamentales en los que se sustenta, la hoja de ruta y el horizonte 
que abre para la teoría y la práctica, la investigación y la profesión. 

Se trata, por lo demás, de un territorio cuya colonización jurídica, insistimos, se 
confía a todos, sumando esfuerzos: académicos, altos funcionarios, jueces y tribunales, 
árbitros, personal al servicio de organizaciones públicas, híbridas o privadas, Adminis-
traciones y agencias nacionales, Estados… Aquí, la práctica ha precedido a su teoriza-
ción8. 

Una vez que la botadura de aquel proyecto se produjera, el debate de la comunidad 
científica ha quedado abierto, y ya no es una única realidad la que se esconde bajo el 
rótulo «Derecho Administrativo Global». Resulta ser una noción de anchas espaldas. 
Con todo, y en la medida en que los propios promotores –del proyecto y de la fórmu-
la– han sugerido conceptos y premisas, coordenadas y dimensiones, y, en definitiva, un 
ancho marco para la investigación9, parece oportuno pasar por las esencias de este pen-
samiento que el volumen recoge, antes de emprender la propia investigación personal. 

4. El mundo de las organizaciones globales concebi-
das como Administraciones: la primera singularidad 
de este movimiento científico

Las organizaciones públicas, privadas y mixtas (compuestas por conglo-
merados de actores públicos y privados) que operan en la gobernanza global 
–afirman los autores– pueden concebirse como Administraciones que regulan 
y adoptan decisiones a través de múltiples estructuras y aparatos, en ocasiones 
derivados de, y adheridos a, los tratados; en otras, articulados en forma de red 

[ 7 ] Radicado en el Institute for International Law and Justice de la New York University School of Law: 
http://www.iilj.org/gal/.

[ 8 ] Cfr. capítulo primero. 

[ 9 ] Vid. http://www.iilj.org/research/default.asp.
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que aglutinan a los organismos reguladores nacionales sectoriales; o por medio 
de las agencias y Administraciones nacionales que hacen de Administración 
indirecta de las organizaciones globales, entre otras. 

La identificación y la clasificación de estas estructuras y organizaciones que se 
sitúan en el plano de la gobernanza global representa una tarea científica previa, con 
efectos multiplicadores para la ulterior investigación científica y la construcción del 
Derecho Administrativo Global10. Es necesario, primero, levantar el mapamundi, para, 
después, determinar cómo han de juridificarse esas organizaciones en singular.11

Esa Administración se organiza con frecuencia en torno a principios que poseen 
una evidente naturaleza administrativa. Desde esas premisas, sostienen, puede adver-
tirse la emergencia de un Derecho Administrativo Global, que se nutre de fuentes 
diversas12. Es el Derecho de la transparencia, de la participación, de la motivación, 
del control, y, a la postre, de los mecanismos de responsabilidad y dación de cuentas 
en la gobernanza global, y con la finalidad, que todo lo trasciende, de dotar de una 
mayor legitimidad a las actividades de esas organizaciones que ejercen alguna forma 
de poder.13 Esas funciones administrativas –establecimiento de normas o estándares, 
implementación y ejecución– se realizan a través de una compleja interrelación entre la 
esfera estatal y la supraestatal, no en clave jerárquica (de arriba hacia abajo), y en donde 
se entremezclan las autoridades y organizaciones internas y globales, y el respectivo 
personal a su servicio.14 La clásica dicotomía entre el plano estatal y el internacional se 
ha hecho muy porosa.15

Sin duda, representa un audaz envite, académico, profesional y político, concebir 
buena parte de las organizaciones globales (que pueden ser «externas», o «internas» al 
propio Estado, aunque en este caso con efectos e implicaciones globales o hacia fuera) 
como Administraciones. Sirvan de resumen las palabras de los propios autores:

«Repensar la gobernanza global como Administración, para incluir, de un lado, 
todas las formas de producción normativa distintas de los tratados u otros acuerdos in-
ternacionales y, de otro, la resolución de conflictos eventuales, presenta ciertas ventajas 
de relieve. En primer lugar, nos permite desarrollar un esquema conceptual más rigu-
roso de las diversas estructuras y relaciones institucionales concernidas que la noción 
notoriamente escurridiza de gobernanza global. En segundo lugar, hace posible refor-
mular la cuestión de la rendición de cuentas en los términos más precisos del Derecho 
Administrativo, que nos provee de un conjunto de herramientas básicas al servicio de 
la transparencia, la participación, la motivación y el control, que pueden ser adaptadas 
para su uso en el contexto global. En tercer lugar, nos facilita el aprovechamiento de las 
experiencias, tanto del Derecho Administrativo interno, como del Derecho Internacio-
nal Público, sin vernos constreñidos por las limitaciones conceptuales y jurisdicciona-
les que ambos presentan por separado a la hora de abordar la regulación global.

Los instrumentos y técnicas propios del Derecho Administrativo están cierta-
mente emergiendo en muchas áreas sectoriales de la gobernanza regulatoria global en 

[ 10 ] Imprescindible, en tal sentido y por este orden, el capítulo segundo y el capítulo primero.

[ 11 ] Vid. capítulos primero y segundo.

[ 12 ] Cfr. capítulo tercero.

[ 13 ] Capítulo segundo. También en la web oficial: http://www.iilj.org/gal/GALworkingdefinition.asp.

[ 14 ] Ibíd.

[ 15 ] Ibíd.
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respuesta a los déficits que presentan los mecanismos de rendición de cuentas y a la 
incapacidad de respuesta y de sensibilidad que experimentan numerosas organizaciones 
globales a la hora de ponderar y de tener en cuenta todos los intereses que puedan verse 
afectados por sus decisiones16. Estas técnicas se reflejan, por ejemplo, en las decisiones 
de los tribunales internos que revisan las sanciones del Consejo de Seguridad impues-
tas directamente contra personas singulares; en el Panel de Inspección creado por el 
Banco Mundial para asegurar el cumplimiento de sus propias políticas internas; en 
los procedimientos con audiencias públicas o amplias consultas y de acceso a la infor-
mación pública disponible, que algunos organismos internacionales de normalización, 
como el Comité de Basilea o la OCDE, han adoptado; en la inclusión de ONG en el 
seno de los entes reguladores, como la Comisión del Codex Alimentarius; en las reglas 
que permiten la participación de extranjeros en los procedimientos administrativos 
internos, como las que tiene establecidas la Convención de Aarhus en materia de medio 
ambiente; en la revisión de los procedimientos y resoluciones administrativas naciona-
les que cursan y adoptan los paneles internacionales en el contexto de la OMC; y en el 
funcionamiento de los tribunales administrativos internacionales y de otros mecanis-
mos de rendición de cuentas dentro de las organizaciones internacionales».17 

5. Las coordenadas del movimiento del Derecho Admi-
nistrativo Global

Cuatro son, a nuestro juicio, las coordenadas básicas, en realidad profunda-
mente interrelacionadas, en las que se asienta este movimiento y que conviene 
destacar desde el principio: 

– Primero, la idea de una gobernanza global (global governance)18, gobernanza multi-
nivel, distinta y diferente de la noción de gobierno tradicional, propia de los Ejecutivos 
nacionales, tanto por los sujetos que participan y las complejas y constantes relaciones 
que mantienen entre sí, como por los medios utilizados para la dirección (blandos y 
duros, e híbridos)19, y a mitad de camino entre los dominios del Derecho Internacional 
Público y del Derecho Administrativo nacional tradicional, dando lugar a la existencia 
–segundo paradigma– de un espacio administrativo global20.

– Este espacio ha sido creado en una medida nada despreciable por los propios Es-
tados a través de sus acuerdos y tratados21. Se trata de un espacio, nótese bien, fluido e 
interconectado, como si de una web se tratara, en sus distintos niveles (horizontales, 
verticales y transversales), y no de un «territorio» separado, autónomo o «exterior». 

[ 16 ] Vid. capítulo quinto.

[ 17 ] Cfr. capítulo octavo, núm. II.3.

[ 18 ] De interés, en particular, el capítulo segundo y séptimo.

[ 19 ] Sobre el cumplimiento y ejecución de los «productos» de estas organizaciones, vid. el capítulo 
duodécimo.

[ 20 ] El capítulo segundo contiene los elementos fundamentales de estos conceptos, luego desarrolla-
dos a lo largo de la presente obra colectiva. 

[ 21 ] Por ejemplo, capítulo undécimo, núm. IV.
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Baste pensar para comprender su fisiología, primero, en las remisiones, reconocimien-
to y recepciones de normas o estándares entre las distintas organizaciones de ese es-
pacio; segundo en el hecho de que la implementación y ejecución de la gobernanza 
global se realizan con frecuencia a través de las propias Administraciones nacionales, 
y no sólo por medio de las propias organizaciones internacionales, públicas, privadas y 
mixtas22 (fase descendente); y, tercero, en que las redes de los organismos reguladores 
nacionales constituyen una de las fórmulas más típicas de la Administración global, 
lo que reclama, entre otras cosas, procedimientos y procesos internos de formación 
de la voluntad previos, conducidos por tales organismos antes de intervenir en el foro 
correspondiente (fase ascendente). 

Superada la clásica –y reduccionista– dicotomía binaria y excluyente entre la esfe-
ra nacional y la internacional, se abre todo un campo intermedio, complementario y 
entrelazado. La gobernanza global, pese a que carezca de contornos jurídicos precisos 
(no es un concepto jurídico), se caracteriza por su carácter no vinculante y la búsqueda 
del consenso y del conocimiento técnico y experto23, en un espacio donde no imperan 
las relaciones jerárquicas y en el que las distintas instituciones operan de modo muy 
fragmentado, en función de sus respectivas responsabilidades y ámbitos sectoriales. 
El movimiento del Derecho Administrativo Global pretende hacer gravitar la idea de 
gobernanza en torno al Derecho.24

– El tercer paradigma reside en la implantación, ajuste y evolución de toda una se-
rie de mecanismos e instrumentos para asegurar la rendición de cuentas (accountability)25, 
esto es, la responsabilidad o dación de cuentas de las organizaciones –internas o ex-
ternas; supraestatales e internacionales; públicas o privadas–, cuando adoptan decisio-
nes, aprueban normas o estándares, sean o no vinculantes, tengan o no efecto directo 
o requieran de la mediación de aparatos administrativos propios o de las respectivas 
Administraciones nacionales, ante los afectados por aquéllas.26 Junto a la rendición de 
cuentas surge el problema, que atraviesa igualmente todos los capítulos, y este campo 
en general, de la legitimidad democrática de la acción de las organizaciones globales, 
muy distintas en naturaleza y estructura a las internas de cada Estado.27

– El contenido del Derecho Administrativo Global se resuelve esencialmente, no 
tanto en normas sustantivas (qué hacer), cuanto sobre todo en elementos y mecanis-
mos de carácter procedimental (cómo hacer), proyectados sobre los procesos decisorios: 
transparencia, publicación, motivación y control. Un cuarteto de principios del que se 
pretenden extraer todas sus consecuencias en esta obra por los valores que encierran. 
Y en donde la impronta del Derecho Administrativo norteamericano –representada en 
su Ley federal de Procedimiento Administrativo–, y de otras democracias avanzadas 
y organizaciones supraestatales como la Unión Europea, resultan evidentes28. Se trata 
de elementos procedimentales que forman parte esencial de la concepción angloameri-

[ 22 ] Vid. capítulo primero y segundo, en particular. 

[ 23 ] Cfr. capítulo séptimo. 

[ 24 ] Ibíd. 

[ 25 ] En particular, capítulos segundo, quinto y octavo.

[ 26 ] Cfr. nota anterior. Asimismo, en particular, capítulo quinto.

[ 27 ] Aunque presente en todos los capítulos, pueden verse en particular el segundo, tercero, cuarto, 
octavo y decimotercero.

[ 28 ] Explícitamente, por ejemplo, en el capítulo décimo, núm. III.
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cana de «Estado de Derecho» (rule of law). En última instancia, la dimensión procedi-
mental –de estructura variable, en función de cada caso– del Derecho Administrativo 
Global responde a una doble finalidad: hacer responsables a las organizaciones con 
efectos globales –o, si se prefiere, que rindan cuentas ante los afectados o interesados, 
así como ante otras organizaciones– y que aquéllas fortalezcan en alguna medida su 
legitimidad. Ello no lo es todo, desde luego, pero no es tampoco una aportación en 
modo alguno despreciable.29

Dentro de esas coordenadas, se revisan y debaten cuestiones fundamentales, como 
el concepto de Derecho y de las fuentes de las que emana, o la condición o carácter de 
lo «público», como propia e inherente a aquél.30

6. Una mirada a la realidad de la globalización

El crecimiento de sistemas jurídicos o aparatos operando más allá del Estado es 
de carácter exponencial. Se habla de más de 2.000 instituciones internacionales, de 
cerca de 40.000 ONG. Tan sólo en el ámbito medioambiental, entre otras muchas 
organizaciones, destacan, por ejemplo, la Comisión Ballenera Internacional; el Se-
cretariado de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático; 
la Secretaría del Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono y del 
Protocolo de Montreal relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono; el 
Secretariado de la Convención sobre Biodeversidad; el Secretariado de Convención 
sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silves-
tres; el Secretariado de la Convención de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación; el Secretariado de Na-
ciones Unidas de la Convención Internacional de lucha contra la desertificación; el 
Secretariado del Convenio de Rotterdam sobre el Procedimiento de Consentimiento 
Fundamentado Previo Aplicable a Ciertos Plaguicidas y Productos Químicos Peli-
grosos Objeto de Comercio Internacional; el Secretariado para la Convención sobre 
la conservación de las especies migratorias de animales silvestre; la Organización 
Internacional de las Maderas Tropicales; etc., por no mencionar un inmenso número 
de ONG. 31

Se trata, obvio es decirlo, de organizaciones y sistemas administrativos de muy 
diversa naturaleza y condición32. Algunos se limitan a ofrecer un marco para la acción 
estatal, mientras que otros establecen recomendaciones para las agencias nacionales; 
algunos producen efectos directos sobre los actores o sujetos privados, aunque la ma-
yoría requiere de una intermediación administrativa. Unas organizaciones disponen 
de su propio sistema o mecanismo de implementación, mientras que otras la difieren 

[ 29 ] Sobre el tema, capítulos primero y decimotercero.

[ 30 ] Se trata una constante que recorre este estudio. Con todo, hay un capítulo monográfico –el ter-
cero– dedicado a esta temática. 

[ 31 ] Cfr. The GAL Casebook, 3rd edition, 2012, edited by Sabino Cassese, Bruno Carotti, Loren-
zo Casini, Eleonora Cavalieri, and Euan MacDonald, with the collaboration of Marco Macchia and 
Mario Savino, IRPA, Roma, Italia (http://www.irpa.eu/gal-section/global-administrative-law-the-
casebook-2/). 

[ 32 ] Para su clasificación, presente en todos los capítulos, véanse en particular el primero, segundo 
y el octavo. 
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a las autoridades regionales o nacionales (o a organizaciones privadas que certifican, 
acreditan y controlan)33. Para resolver las controversias, algunos sistemas crean sus 
propios órganos de carácter judicial o cuasijudicial, o se remiten a los órganos de otros 
sistemas, mientras que otros se remiten a fórmulas más blandas, como las negociacio-
nes.34

7. El fenómeno de la globalización para el jurista

El factor emocional explica que la globalización suscite, en el plano político y po-
pular, fuertes sentimientos encontrados, entusiastas defensores y grandes detractores; 
se habla de globalizadores y de globalizados. Por lo mismo, se tiende a simplificar la 
globalización: ésta, se dice entre otras cosas, implica desregulación, liberalización y 
pérdida de la estatalidad, en beneficio del sector privado y de los Estados más podero-
sos. Las ciencias sociales se muestran también divididas y sujetas a un vívido debate, 
cuando no desconcertadas. Las metáforas se suceden e impregnan las posiciones cien-
tíficas (un «mundo plano», el «espacio exterior»…)35. 

Para el jurista, sin embargo, las cosas son más complejas y, desde luego, ma-
tizadas. De entrada, la globalización trae consigo un torrente de regulación. 

Téngase en cuenta que una parte sustanciosa de las políticas públicas más relevan-
tes emana, o se sitúa, en la gobernanza global: mercados financieros (bolsa, banca, se-
guros); servicios y comercio internacional; medio ambiente; energía; telecomunicacio-
nes e Internet; sanidad y salud públicas; alimentación; seguridad aérea; protección de 
datos personales; propiedad intelectual; transporte; emigración; contratación pública; 
deporte; seguridad pública; etc. 

La globalización puede ser entendida aquí, siquiera sea provisionalmente, como un 
fenómeno de fuerte interdependencia, esto es, de mutua y recíproca necesidad –más 
que de mera interconexión–, en los ámbitos social, económico, medioambiental, in-
formativo y tecnológico. Y puede ser fruto, bien de una opción política largamente 
esperada (por ejemplo, la apuesta por la apertura del comercio internacional)36; bien de 
una forzosa coordinación por razones tecnológicas para el funcionamiento mismo del 
sistema (como sucede con la gobernanza de Internet)37; o porque la naturaleza de las 

[ 33 ] Vid. capítulo primero y segundo.

[ 34 ] Cfr. The GAL Casebook, 3rd edition, 2012, edited by Sabino Cassese, Bruno Carotti, Loren-
zo Casini, Eleonora Cavalieri, and Euan MacDonald, with the collaboration of Marco Macchia and 
Mario Savino, IRPA, Roma, Italia (http://www.irpa.eu/gal-section/global-administrative-law-the-
casebook-2/). 

[ 35 ] Véase, por ejemplo, B. Rehbein y H. Schwengel, Theorien der Globalisierung, UVK UTB, Kons-
tanz, 2008, pp. 227 y ss., 237 y ss.

[ 36 ] Para, a su vez, evitar la discriminación, la práctica desleal, o los daños medioambientales, o favo-
recer la competencia y a los países en desarrollo, como propugna la OMC.

[ 37 ] Por ejemplo, la ICANN o Internet Corporation for Assigned Names and Numbers que, según su web, 
is the private sector, non-profit corporation created in 1998 to assume responsibility for IP.
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cosas así lo reclama (la lucha contra el cambio climático, contra una pandemia); bien 
de una deseada cooperación internacional entre agencias regulatorias nacionales, por 
razones de economía de medios (como propugnan los EE.UU. o la Unión Europea)38; 
o bien de la necesaria aportación de los conocimientos científicos y técnicos del sector 
privado para la adecuada toma de decisiones; entre tantas razones. 

Pues bien, la primera cuestión entonces es otra: ¿cómo hacer para que esa 
regulación responda a los principios jurídicos fundamentales que la cultura del 
Derecho Público se ha dado? 

¿Cómo conseguir que esa regulación adquiera legitimidad, sea fruto de la parti-
cipación, pondere todos los intereses afectados, se motive, se pueda controlar, resulte 
efectiva y eficaz? En otras palabras: ¿cómo juridificar esa regulación desde los valores 
y principios fundamentales que imperan «puertas adentro» en las democracias nacio-
nales? ¿Qué hacer para que esa gobernanza global sea justa, inclusiva y responsable? 
¿Cómo involucrar a las instituciones nacionales en la globalización, y que no la vean 
como un fenómeno perjudicial per se y ante el que poco pueden hacer por hacerla justa 
y equitativa para todos? Tal es el primer interrogante para el jurista. Y ello con in-
dependencia de cuál sea el contenido sustantivo de cada una de las políticas públicas 
cuya cabecera de un modo u otro se halla más allá del Estado, aun cuando lo sea con su 
participación mediata o directa de éste. 

En segundo lugar, conviene notar que la idea de que la gobernanza global 
escapa a los Estados, aunque muy extendida, no se corresponde con la reali-
dad. 

Esa idea, como recuerda S. Cassese, presenta dos variantes: primero, la globaliza-
ción económica y los mercados escapan a los Estados; segundo, los poderes globales se 
organizan en red para eludir a los Estados. La primera variante, concluye, es verdad tan 
sólo en parte, puesto que los Estados más débiles no controlan, sino que son controla-
dos por los mercados (como ocurre, por ejemplo, con la cotización de la deuda pública). 
La segunda se desmiente a partir del dato de que lo global abarca e integra a los Esta-
dos.39 A ello cabe añadir que, en ciertos aspectos, la globalización comienza en casa40, 
esto es, en el propio Estado, lo que significa que desde el propio Estado cabe hacer no 
pocas aportaciones por una gobernanza global más justa y equitativa. 

[ 38 ] Con la finalidad de encontrar mejores soluciones, ahorrar costes y evitar diversidades regula-
torias innecesarias. Paradigmático, por ejemplo, Executive Order 13609 of May 1, 2012, Promoting 
International Regulatory Cooperation, del Presidente Obama (disponible en http://www.gpo.gov/
fdsys/pkg/FR-2012-05-04/pdf/2012-10968.pdf). Por parte de la Unión Europea, y en relación con 
EE.UU. en igual sentido, véanse las actividades y documentos destacados en las respectivas webs 
oficiales: http://www.whitehouse.gov/omb/oira_irc_europe y http://ec.europa.eu/enterprise/policies/
international/cooperating-governments/usa/regulatorycooperation/index_en.htm.

[ 39 ] Op. cit., p. 18.

[ 40 ] Infra núm. III.
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8. La insuficiencia del Derecho Internacional Público 
y del Derecho Administrativo clásicos para afrontar 
esta nueva realidad

Todo un caudal de decisiones no discurren ya por los cauces tradicionales del 
Derecho Administrativo interno (no son gobernados por el Ejecutivo y sus Adminis-
traciones), ni por los del Derecho Internacional Público. Un punto de partida pare-
ce indiscutible para este movimiento, como ya se ha avanzado, a saber: el Derecho 
Administrativo estatal y el Derecho Internacional Público clásicos no son capaces de 
dar respuestas satisfactorias a todo lo que acontece en el espacio (administrativo) glo-
bal. Cabe hablar en cierto modo de una relativa autonomía de éste, superadora de la 
mera dicotomía y separación entre ambas esferas, la interna o estatal –dominada por 
el Derecho Público nacional–, y la internacional –a cargo del Derecho Internacional 
Público–41. Cauces conceptuales, siempre binarios, que devienen hoy un tanto simplifi-
cadores: interno-externo; Derecho Público ad intra (Constitucional y Administrativo) 
y ad extra (Derecho Internacional Público); Derecho estatal y Derecho de la comuni-
dad internacional; etc. Para empezar porque en sus orígenes el Derecho Internacional 
Público se funda en el paradigma intergubernamental, de acuerdo con el cual el Estado 
es el dueño o señor del Tratado (pero ya no del aparato administrativo que a su sombra 
crece, ni, en tantas ocasiones, de las filiales que la organización primaria crea); y por-
que el Derecho Administrativo es en su origen «estadocéntrico». Ni una ni otra rama 
ofrecen mecanismos de control para que la variada multiplicidad de organizaciones 
públicas, privadas e híbridas, respondan ante los colectivos que se ven afectados por 
sus decisiones.42 Es en este contexto, y ante esos déficits, donde nace el proyecto del 
Derecho Administrativo Global, que pretende ir a la caza y captura de una realidad y 
de una práctica preexistentes.43

9. La función de la cultura del Derecho Administrati-
vo en la gobernanza global

Todas las ramas del Derecho tienen algo que decir ante el fenómeno de la 
globalización. El movimiento del Derecho Administrativo Global, que no pre-
tende tampoco convertirse en la panacea de todos los problemas que pueblan la 
gobernanza global, constituye un enfoque o aproximación, sin duda ambicioso, 
una realidad poliédrica y de intensidad variable, en la búsqueda de soluciones 
a partir de la cultura del Derecho Administrativo, según nos consta. Al fin y 
al cabo, ésta es la rama del Derecho especializada en el gobierno. Y no en un 
gobierno sin más, de modo neutro y aséptico, sino en un gobierno que satisfaga 
y organice la prestación de los servicios esenciales, que se nutra de los valores 
constitucionales en beneficio y en favor de los derechos fundamentales, que eje-

[ 41 ] Imprescindible el capítulo segundo.

[ 42 ] Véase sobre esta problemática, en particular, los capítulos quinto y decimotercero.

[ 43 ] Vid. capítulo primero.
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cute lo que las leyes democráticas hayan programado, y que resulte controlable 
en su actuación. 

De un lado, el Derecho Internacional tiende a constitucionalizarse, lo que no hace 
sino densificar los parámetros a los que ha de sujetarse la Administración, sea en su 
actuación con efectos exclusivamente internos, o con consecuencias para otras socie-
dades, comunidades o Estados. El principio de legalidad o de sujeción de la Admi-
nistración pública a la Ley y al Derecho se hace más complejo y resulta más denso 
y complejo, de modo que, para actuar de conformidad con éstos, las Administracio-
nes nacionales han de observar las leyes internas, las normas infralegales internas, la 
Constitución nacional, el Derecho de los Tratados (señaladamente, en el ámbito de los 
derechos humanos)44. A ello se «superponen» –en una interacción y entrelazamiento 
dinámicos–, las normas y estándares emanados de las instituciones que conforman la 
gobernanza global, de las que se ocupa este volumen.

De otro, sin embargo, el Derecho Administrativo rivaliza con el Derecho Inter-
nacional Público. Mientras éste crea la Organización Mundial del Comercio, en su 
seno se establece todo un aparato administrativo, que ya no se gobierna por el Derecho 
Internacional, sino, desde los postulados de este movimiento, por el Derecho Admi-
nistrativo, que denominamos global, y que no sólo establece directrices para esa orga-
nización, sino para las propias Administraciones nacionales cuando ejecutan ese con-
glomerado de medidas de todo género que emanan de aquél45. Las dimensiones de estos 
sistemas y el número de normas y decisiones que adoptan sitúan en un segundo plano 
las normas pactadas –los tratados–, aunque constituyen la primera base para el Dere-
cho Administrativo Global (piénsese, por ejemplo, en los tratados regionales sobre de-
rechos humanos). Ahora bien, se trata de un Derecho Administrativo supraestatal que 
presenta rasgos y singularidades propios, desconocidos en los sistemas nacionales.46 

El planteamiento del «Derecho Administrativo Global» resulta audaz y 
estimulante: concebir una heterogénea y multiforme variedad de organizacio-
nes interestatales y transnacionales como «administrativas», para proyectar de 
seguido sobre ellas un nuevo sistema de Derecho Administrativo, esto es, unos 
principios generales y un acervo comunes, aunque plásticamente adaptables en 
múltiples expresiones y modalidades a cada sistema global en particular, extraí-
dos a su vez y sólo en parte del legado del Derecho Administrativo clásico, y 
sobre una base tendencialmente solidaria y cosmopolita de la ordenación inter-
nacional47, aquí calificada de «gobernanza (administrativa) global», que opera, 
en justa coherencia, en un «espacio administrativo global».48 

[ 44 ] Este fenómeno debilita por su parte la dualidad Derecho interno-Derecho Internacional, y Es-
tado-comunidad internacional. Cfr. S. Cassese, Derecho Administrativo: historia y futuro, Global Law 
Press-Editorial Derecho Global, Sevilla, 2014, p. 375.

[ 45 ] En particular, vid. el capítulo décimo.

[ 46 ] Cfr. la nota 44.    

[ 47 ] Capítulo segundo.

[ 48 ] Supra núm. I. 5.
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A lo largo de los capítulos que conforman este libro se pone de manifiesto que la 
construcción de un Derecho Administrativo Global no consiste en una mera operación 
artesanal y de ingeniería jurídica, menos aún en una traslación analógica de las técnicas 
jurídico-administrativas de origen estatal hacia el espacio global, sino de algo superior 
–más innovador y difícil–, y que hunde sus raíces en sólidos postulados de carácter 
prescriptivo o normativo.49 El planteamiento de la presente obra, como del movimiento 
en favor de la creación de un Derecho Administrativo Global, no se agota, en efecto, en 
describir, sino que aspira a proponer, en función de modelos, valores y principios, cómo 
ha de articularse esta emergente disciplina.50

10. «Domesticar» la globalización

«Domesticar la globalización», de eso se trata, podría decirse en términos muy 
simples, o, por mejor decir, domesticar una parte de ésta a través del Derecho, que 
pretende extenderse tanto a la acción interna, aunque con repercusión en el exterior, 
de las Administraciones y de las autoridades nacionales, como, también, a la acción de 
las Administraciones y de otras organizaciones públicas, privadas y mixtas (en deter-
minadas condiciones), cuando operan directamente en el exterior (redes de reguladores 
nacionales, asociaciones internacionales de normalización, por ejemplo). Y lo hace con 
las coordenadas y la metodología a que se hace referencia.

II  .  «Der echo» «Ad m i n istr ati vo» «Globa l»

1. Una nota sobre su sentido semántico

Los tres términos que componen el sintagma «Derecho Administrativo Global» 
pugnan por justificarse, tanto aisladamente, como en su conjunto. Y es que no se expli-
can por sí solos, siquiera sea por su novedosa combinación51. Expresan una concepción 
que sólo al atento lector de esta obra, desde sus primeras páginas, le cabe descubrir. 
La sucesión ordenada de capítulos aspira, a su término, a explicar, y justificar motiva-
damente, por qué es Derecho, y cuál su contenido y sus fuentes; por qué es Derecho 
«Administrativo», y no «Internacional» o «Privado»; y por qué y en qué sentido es 
«global», y no meramente «internacional» en su sentido clásico.

Una crítica fácil o apresurada bien podría cuestionar la veracidad de cada uno de 
esos tres componentes, cuando menos ante ciertos escenarios y circunstancias. En 
tal caso, no sería difícil sostener, en determinados supuestos, que no es, o no siem-

[ 49 ] En particular, capítulos segundo y tercero. Es decir, ¿bajo qué valores y principios ha de cons-
truirse, en el plano del deber ser, el Derecho Administrativo Global?

[ 50 ] Vid. la nota anterior.

[ 51 ] De ello son buena muestra los capítulos primero a tercero.
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pre es, «Derecho» –cuando menos en su uso o sentido convencionales52–, tampoco 
«administrativo»53, y, menos aún, «global». 

Las propuestas científicas y metodológicas que alberga este proyecto, sin embargo, 
devienen más consistentes y coherentes de lo que a primera vista pudiera pensarse, 
dejando al margen las positivas implicaciones prácticas –y prescriptivas– que de él de-
rivan. Desentrañar su sentido –Derecho Administrativo Global– requiere, como, por 
lo demás, le ha ocurrido siempre al propio Derecho Administrativo nacional, una pa-
ciente labor, que comienza por la descripción, antes que por la definición, menos aún 
si ésta pretende sustentarse desde la perspectiva de la división de poderes, o sobre un 
único pilar. 

Sea como fuere, y con independencia de la nomenclatura que termine por impo-
nerse, de los fundamentos en que se sustente, de los métodos que se practiquen y del 
ámbito de aplicación por el que discurra, lo cierto es que hay mucha actividad adminis-
trativa más allá del Estado (y dentro del Estado con repercusiones ad extra) aunque no 
haya pleno consenso sobre su identificación y tratamiento. El Derecho (Administrativo) 
más allá del Estado constituye una realidad incontestable. Desde esa perspectiva, carece 
de interés el debate en términos antinómicos, entre lo clásico y lo contemporáneo, y 
donde lo clásico sería, por ejemplo y entre otras posibles comparaciones, el Derecho 
Administrativo Internacional, y lo contemporáneo, en cambio, el Derecho Administrativo 
Global54. Una y otra perspectiva, en rigor, no son excluyentes, ni tampoco intercambia-
bles, sino en realidad, a nuestro juicio, complementarias. Ambas categorías se mueven 
en distintos planos, con distintas herramientas y ámbito de aplicación. Y, sobre todo, 
con pretensiones de muy diversa estatura. Mientras el primero se circunscribe a las 
Administraciones –al personal a su servicio en primer término– de las organizaciones 
internacionales, el segundo se extiende a toda su actividad, interrelación, y, señala-
damente, a los procesos decisorios de esa multiforme variedad de organizaciones de 
la gobernanza global. El Derecho Administrativo Global, de entrada, es más amplio, 
tanto en el plano cualitativo como cuantitativo, y bien podría comprender e integrar 
el contenido del primero. Y no constituyen por ello un adecuado término de compa-
ración: no representan magnitudes comparables. Ahora bien, ambos filones de pensa-
miento resultan en última instancia reconducibles a un tronco común: la construcción 
de algo nuevo a partir de la cultura del Derecho Administrativo, no sólo en clave ne-
gativa (levantando muros de contención frente al poder), sino en su vertiente positiva 
o de afirmación (potenciando la legitimidad democrática y la eficacia, la democracia 
deliberativa y la ponderación de los derechos e intereses de todos los afectados, la maxi-
mización de los derechos fundamentales y la rendición de cuentas...).

Este Derecho se describe como «global», y no como «internacional», para evi-
tar la presunción de que el Derecho Administrativo Global forma parte del Derecho 
reconocido como lex lata o lex ferenda, y para incluir una mayor diversidad de fuentes 
del Derecho que las comúnmente comprendidas dentro del concepto tradicional de 
«Derecho Internacional».55

[ 52 ] El capítulo tercero constituye una clara muestra de la necesidad de revisar el concepto de Dere-
cho y de sus fuentes. Vid. asimismo el capítulo noveno, núm. IV.

[ 53 ] El Derecho Administrativo que pretende construirse más allá del Estado no es el clásico Derecho 
Administrativo estadocéntrico, es algo distinto. Véanse los capítulos segundo, tercero y cuarto.

[ 54 ] Sobre el tema, véase el capítulo tercero.

[ 55 ] Cfr. capítulos tercero y undécimo, entre otros.



— 24 —

2. Breve delimitación negativa y positiva

Parte del debate originado en torno a un Derecho Administrativo Global, a nues-
tro juicio, obedece, de entrada, a que los términos no son del todo afortunados en la 
lengua española, siquiera sea, primero, porque no logran dar debida cuenta de la rea-
lidad de «allá afuera» y de «aquí dentro», objeto de interés; segundo, porque generan 
no pocos equívocos (global se entiende a veces como sinónimo de universal, cuando no 
de un Derecho monolítico y unitario, esto es, como un conjunto de normas uniformes 
para toda clase de organización); y, tercero, porque requieren con urgencia, como acaba 
de relatarse, una delimitación negativa, o, cuando menos, una serie de matizaciones, 
acerca de lo que queda fuera de esta expresión. 

Ahora bien, justo es reconocer, por comenzar por esta última observación, que a 
esa urgida llamada a la aclaración tampoco escapan ramas bien asentadas, como la del 
propio Derecho Administrativo clásico (esto es, un Derecho estatal, interno, nacional, 
imperativo), como se ha notado.

Una delimitación negativa –lo que no es el Derecho Administrativo Global–, cuan-
do menos en el sentido de sus originarios promotores, acaso contribuya a un mejor 
esclarecimiento de lo que se pretende y se busca, al menos desde la perspectiva de la 
familia jurídica europeo-continental. Pues bien, en nuestra opinión, lo que bajo este 
movimiento se ha auspiciado no es en primera instancia la formulación de un concepto, 
ni la proclamación de un método jurídico; como tampoco la creación dogmática de una 
nueva rama del Derecho; menos aún tomar partido por una concepción subjetiva del 
Derecho Administrativo (que haga pivotar la disciplina en torno al sujeto Administra-
ción pública), o una concepción objetiva (en torno a las actividades o funciones mate-
rialmente administrativas), pues en realidad lo quiere todo; no se decanta ni pretende 
erigirse por una nueva dogmática; no es un sistema jurídico implantado globalmente; 
no es un movimiento monolítico en punto al concepto de Derecho o de Administra-
ción, ni siquiera en la forma en la que hacer realidad la rendición de cuentas de las orga-
nizaciones que protagonizan tantas decisiones; no es, ni quiere ser, antes al contrario, 
el Derecho de los globalizadores frente a los globalizados; no promueve la pérdida de 
la estatalidad, ni una erosión del Derecho Administrativo nacional (sino más bien su 
extensión hacia los sujetos privados y hacia el Estado y sus Administraciones cuando 
actúan en el «exterior»); no cuestiona, al menos la común doctrina administrativa, y 
en contra de lo que ha podido pensarse, la soberanía nacional, la territorialidad y la 
estatalidad. La lectura de los capítulos que componen esta obra avalan sobradamente 
estas negaciones, y a ellos nos remitimos. 

Es, en cambio, una forma inteligente de disciplinar fenómenos que desde las tradi-
cionales ramas del Derecho, concernidas de un modo u otro, no son atendibles, porque 
superan y desbordan con creces los cauces por los que éstas discurren, o han discurrido 
hasta ahora. Es un análisis mucho más amplio inter– y multidisciplinar, que parte y 
se sustenta sobre el Derecho, entendido como Derecho positivo, aunque postula una 
comprensión más expansiva de éste56. Es, pues, en otras palabras, el Derecho Adminis-
trativo de la gobernanza global, esto es, de las múltiples organizaciones que se sitúan y 
operan en el espacio administrativo global, en los términos antes indicados.57

[ 56 ] Por todos, vid. capítulo tercero.

[ 57 ] Supra núm. I. 5.
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El Derecho Administrativo Global supone, en lo que ahora importa, una «mirada 
global», una conciencia de la trascendencia global de lo que hacemos a diario. Es, pues, 
global en la mirada, como sinónimo de impacto y producción de efectos más allá del 
«ámbito local». El Derecho Administrativo Global, en la construcción originaria que 
en este libro se recoge, comprende una visión amplia, tanto en lo subjetivo (lo que ha 
de entenderse por «Administración» como sujeto), cuanto en lo material o, mejor, fun-
cional (lo que ha de considerarse materialmente administrativo, en esencia, actividades 
regulatorias y actividades de interés general o de servicio público). Lo primero porque 
incluye a actores privados o no estatales, como ONG, sociedades o asociaciones. Lo 
segundo porque no reduce la actividad administrativa, ni la actividad de regulación, 
al clásico y simplista binomio de «producción normativa-acto de aplicación», porque 
administrativa o «pública» será –o deberá ser– la actividad que guarda relación con la 
actividad regulatoria y la actividad de servicio público, y, por consiguiente, afectan a la 
sociedad, o sociedades, en su conjunto58. Es, eso sí, una mirada global desde la cultura 
del Derecho Administrativo, que, aunque producto indiscutiblemente occidental, como 
lo es el constitucionalismo, no por ello ha de consistir, o traducirse, en la imposición de 
unos valores o principios «nacionales», o regionales (del Atlántico Norte), al resto59. 

III   .  Cua n do la globa li zación com i enza «en ca sa» 
( den tro del propio Esta do)

La globalización y, más en concreto, la gobernanza global, no se sitúa en una capa 
superpuesta, a la que tan sólo pocos Estados tienen acceso, y de la que emanan, a modo 
de cascada, normas y estándares imparables hacia los Estados. Ésa es una visión parcial 
e inexacta. Conviene notar, a nuestro limitado propósito, que los Estados, también 
los más débiles, tienen no pocas tareas que cumplir en punto a la construcción de un 
Derecho Administrativo Global. Desde el Estado son muchas las aportaciones que se 
pueden llevar a cabo. Los Estados participan en la celebración de tratados o acuerdos, 
sobre los que cabe proyectar normas, valores y principios de Derecho Administrativo 
Global. Los Estados participan en la formación de redes de organismos reguladores. 
Los Estados participan en la creación, sin intermediación de tratados o acuerdos in-
ternacionales, de organizaciones globales, públicas, privadas y mixtas. Los Estados son 
los dueños y señores de los procedimientos, administrativos, legislativos y judiciales, 
en lo que a la fase ascendente y descendente se refiere respecto de lo que se resuelve en 
muchas instituciones globales. Los Estados tienen en sus manos la capacidad para que 
las organizaciones privadas que operan en el espacio administrativo global, asentadas 
en su jurisdicción, interioricen principios y valores de Derecho Público.60

[ 58 ] Para mayor abundamiento, me remito a mi trabajo «New Frontiers of Administrative Law: A 
Functional and Multi-Disciplinary Approach. Private Life of Administration – Public Life of Private 
Actors», en Common European Legal Thinking (Essay in Honour of Albrecht Weber), H.J. Blanke, P. Cruz 
Villalón, T. Klein, J. Ziller (eds.), Springer, Heidelberg, 2015

[ 59 ] Sobre el tema, vid. en particular capítulos primero y cuarto.

[ 60 ] Vid. notas 72 y 78.
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Baste un simple ejemplo, que apenas apunta a una pequeña parcela de esa inter-
conexión (y responsabilidad compartida), y es la participación de las instituciones na-
cionales en el espacio global. Un caso que de entrada pone de manifiesto que la glo-
balización comienza «en casa», o, lo que es lo mismo, que el Derecho Administrativo 
nacional se sabe regidor no sólo de unas Administraciones que tan sólo obedecen a los 
impulsos estatales, que son «estadocéntricas», sino que hacen buena parte de su trabajo 
fuera, que tienen una doble, cuando no una triple, «nacionalidad». 

Piénsese, en efecto, en la fase ascendente y descendente que habrían de cursar las 
instituciones nacionales, y, en particular, las Administraciones cuando operan más allá 
del Estado, en cualesquiera de las estructuras y fórmulas posibles (como pueden ser las 
redes transnacionales de reguladores, por ejemplo). Así, un Banco central, bien cuando 
se reúne, en el caso europeo, en Frankfurt o, a nivel global, en Basilea, no puede tra-
bajar con una doble vara de medir: en el interior, sujeto a toda una suerte de exigencias 
procedimentales básicas y a tantos otros requerimientos sustantivos; y, en el exterior, 
sin su respeto u observancia. En este supuesto, las consultas públicas y la participación 
(de la industria financiera, de los usuarios, de las Administraciones implicadas…), tanto 
a la hora de «hacer las maletas», como al volver de sus respectivas reuniones, en las que 
se adoptan decisiones vinculantes o no vinculantes, pero efectivas, que afectan no sólo 
al propio país, sino a terceros países, e incluso a individuos y empresas en particular ra-
dicadas en otros, constituyen ejemplos elocuentes. En suma, desde la perspectiva de la 
legitimidad democrática, la autoridad nacional que participa en una red interguberna-
mental habrá de servirse de mecanismos e instrumentos que hagan que sus decisiones 
tomadas fuera puedan controlarse mejor dentro, y responder en última instancia ante 
los representantes del pueblo. Y eso es Derecho Administrativo Global. 

Este planteamiento se hace extensivo a los parlamentos nacionales y a los tribu-
nales. Los parlamentos nacionales también se ven cada vez más involucrados –y de-
ben verse aún más– en la supervisión y control de lo que sus respectivas autoridades 
nacionales realizan más allá del Estado, antes de que éstas presten su conformidad. 
El diálogo de los tribunales nacionales (en particular, los constitucionales) con otros 
tribunales en la construcción del sistema jurídico global no es más que otra expresión 
del mismo fenómeno61. 

i V.  A lgu na s consecu enci a s pa r a el a dm i n istr a-
ti v ista naciona l y/o eu ropeo: el Der echo Ad m i-
n istr ati vo ya no volv er á a ser el m ismo

1. Cualquiera que sea el futuro, evolución, debate y resultados de lo que hoy 
aspira a ser un Derecho Administrativo Global, ha venido para quedarse. Y, lo 
que es más importante, para revolucionar el clásico sistema del Derecho Ad-
ministrativo nacional y, en el caso de Europa, también el ya maduro Derecho 
Administrativo Europeo. Ya nada será igual, a nuestro juicio. 

[ 61 ] Vid. la obra de Cassese sobre los tribunales, citada en la nota 5.
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Piénsese, por ejemplo, en: los horizontes que el Derecho Administrativo Global 
abre; las nuevas categorizaciones de Administración; de lo que es Derecho y de cuáles 
son sus fuentes; la emergencia de nuevas formas y métodos de regulación y administra-
ción, mucho más complejos y depurados que antaño... El (aparente y mero) «decorado 
de fondo», que para el sistema interno parecía suponer el espacio administrativo global, 
ha pasado a primer plano, en la conciencia de la profunda imbricación que las Adminis-
traciones y otras instituciones nacionales (como los propios tribunales y parlamentos) 
poseen en el espacio administrativo global. Ello impide, desde luego, mantener un 
sistema de Derecho Administrativo nacional que no tenga las miras puestas, no ya en 
organizaciones como la Unión Europea, sino también en el espacio global. La realidad 
estatal, la transnacional (por ejemplo, europea), y la global, no pueden concebirse, aho-
ra menos que nunca, como rígidamente separadas o segmentadas. Y aun cuando ello sea 
un fenómeno que afecta a todas las ramas del Derecho en alguna medida, posee efectos 
trascendentales, sin paralelo en su alcance, extensión e intensidad, para el Derecho 
Administrativo.

«Para el administrativista, acaso la tarea más sugestiva consista, sin embargo, en la 
prospección y análisis de lo que el Derecho Administrativo Global es capaz de generar 
para el propio Derecho Administrativo nacional, habida cuenta de que muchos de los 
problemas esenciales que el Derecho Administrativo Global suscita se dan ya en el pla-
no interno».62 Pero hay más. Porque no se trata tan sólo de solucionar problemas aná-
logos a los que se dan en la gobernanza global, dentro del propio Estado. Para empezar, 
como ha quedado subrayado, porque tantas acciones internas adquieren trascendencia 
global, lo que reclama la construcción o perfeccionamiento de clásicas instituciones 
estatales (teoría del procedimiento administrativo, del acto administrativo, de la orga-
nización administrativo...) y, a la postre, la colonización de nuevos terrenos dentro del 
propio sistema nacional. En segundo término, porque el administrativista se encuentra 
llamado a juridificar tantas otras organizaciones que operan en la gobernanza global, 
no sólo vista desde dentro, sino también desde fuera.

2. El Derecho Administrativo Global, tal y como hoy se concibe y se pone 
de manifiesto en la presente obra, entraña una notable formación. Es en sí 
formativo. Concita en su análisis la presencia de las clásicas ramas del Derecho 
(Derecho Internacional Público, Derecho Constitucional, Derecho Adminis-
trativo...), con las innovaciones que éstas deparan en la presente centuria; la 
convivencia de la cultura del common law y la del civil law, entre otras; la his-
toria y la filosofía del Derecho; el análisis comparado y los paradigmas que 
proporcionan la gobernanza, la ciencia política y la economía...63 Ello explica 
la afirmación precedente: aun cuando el jurista siga cultivando solo el Derecho 
Administrativo nacional, su mirada será ya distinta, inevitablemente. 

3. En efecto, el impacto para la comprensión de tantas instituciones, téc-
nicas o principios de Derecho Administrativo, hasta hace no tanto tiempo de 
exclusivo diseño nacional y al servicio del propio Estado, es formidable. 

[ 62 ] Cfr. capítulo primero.

[ 63 ] Por ejemplo, capítulos tercero y octavo.
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Si el Derecho Administrativo nacional en Europa no se puede concebir ya sin re-
ferencias constantes y fundamentales al Derecho Administrativo Europeo, tampoco 
puede construirse un sistema nacional completo fuera del campo gravitatorio del espa-
cio administrativo global. Ninguna institución o elemento del Derecho Administrati-
vo nacional puede concebirse, ni fundamentarse, a espaldas de estos fenómenos. 

Y ello no ya sólo porque esas instituciones o elementos formen con tanta frecuen-
cia parte de un todo (actos administrativos transnacionales; reconocimiento mutuo de 
estándares de elaboración de productos y prestación de servicios; el procedimiento 
compuesto en el plano europeo; el conocimiento de un tribunal nacional de un acto 
dictado más allá del Estado64; etc.), esto es, porque, como se ha notado, la globalización 
comienza en casa, y las Administraciones nacionales, y los demás poderes del Estado, 
tienen mucho que hacer y que decir al respecto. Es, también, nótese bien, que nume-
rosas organizaciones administrativas que operan en el plano global, en ocasiones con 
un grado de autonomía del Estado tan grande como su poder, requieren de un nuevo 
Derecho Administrativo, esto es, y al decir del movimiento que la obra colectiva pre-
senta, de un Derecho Administrativo Global, que, no se olvide, se integra de piezas 
y materiales de construcción muy diversos, también de las reformas internas que el 
Estado emprenda por exigencias de aquél. 

4. En ese sentido, no son pocos los elementos del Derecho Administrativo 
nacional –sea en clave de teoría general (dogmática), o de mera aprehensión del 
estado de cosas– que ya no podrán siquiera ser retratados sin una mirada global. 
Así, y a mero título de ejemplo, el impacto del Derecho Administrativo Global 
se hace perceptible en ciertas instituciones, modelos y estrategias, actores y 
métodos, a nivel nacional. A mero título de ejemplo: 

– El procedimiento administrativo, teorizado de ordinario a la luz de las respectivas 
legislaciones generales o «codificadoras» (con olvido, por cierto, de la legislación sec-
torial de procedimiento, en ocasiones muy distante de esos moldes comunes, como 
sucede con el medio ambiente), no puede ser ya comprendido sin su dimensión global. 
Hace décadas que se deja sentir el influjo sobre el procedimiento desde instancias muy 
diversas en el plano regional. Por ejemplo, los tribunales de derechos humanos fiscali-
zan la acción administrativa por su conformidad a los respectivos sistemas de protec-
ción de derechos. Y ello ha permitido que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
haya creado un rico acervo jurisprudencial sobre los procedimientos administrativos 
nacionales. La Unión Europea, por su parte, no sólo ha transformado muchos de los 
procedimientos nacionales a través de sus normas de cabecera (por ejemplo, en el ám-
bito del medio ambiente), sino que ha creado complejos procedimientos compuestos en 
el seno del espacio administrativo europeo. 

A nivel global, ese influjo se hace cada vez más patente. Así, por ejemplo, las ac-
tuaciones del banco central no sólo estarán sujetas a las normas de procedimiento na-
cionales, sino, en su caso, europeas, y globales, normas éstas que no se establecen a 
nivel nacional, sino en los respectivos sistemas transnacionales o globales. No podría 
comprenderse la institución del procedimiento que los rige sin antes atender a su doble 

[ 64 ] Sobre el tema, abundan los ejemplos en los capítulos segundo y tercero. 
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condición de Administraciones nacionales, y de Administraciones que forman parte de 
esquemas o redes transnacionales. 

En igual sentido se comportan otras muchas organizaciones globales, tales como la 
Organización Mundial del Comercio o el Banco Mundial, cuando establecen normas 
de procedimiento que las autoridades nacionales han de observar respecto de terceros 
Estados, o empresas, o respecto de sus propios ciudadanos, como son la audiencia del 
interesado o la participación del público en cualesquiera de sus fórmulas posibles, o una 
mayor transparencia como presupuesto del derecho a participar y a revisar la decisión, 
es decir, mediante la introducción de nuevos componentes en sus procedimientos deci-
sorios, para asegurar así que la Administración nacional, cuando actúa en aplicación de 
normas globales, forma parte del sistema global, y no actúa como mero actor interno, y, 
en consecuencia, como constructora y aplicadora del Derecho Administrativo Global. 

Un último ejemplo. Los tribunales arbitrales sobre disputas en materia de inver-
sión (al amparo, por ejemplo, del CIADI o del TLCAN)65 terminan por imponer tam-
bién normas de procedimiento a las autoridades nacionales del Estado receptor de la 
inversión en defensa de los intereses de los inversores extranjeros66. 

– El concepto mismo del Derecho, y de las fuentes del Derecho Administrativo en 
particular, parecen verse amenazados por una dimensión en exceso funcional y una 
invasión de la ciencia política y del análisis económico, que terminan por convertir-
lo en una simple vehículo o correa de transmisión de las reformas pretendidas desde 
otras ciencias y conocimientos expertos y técnicos, esto es, como una mera técnica al 
servicio del poder (en este caso, económico y técnico). Con ello se olvida la dimensión 
política y democrática del Derecho, y los valores que le son inherentes (el carácter de 
lo «público», al que tantas referencias se hacen en el presente volumen). Un ejemplo 
paradigmático, en el caso español, a falta de una visión más crítica con lo que «viene 
de otras organizaciones internacionales», como la OCDE o el Banco Mundial, son las 
reformas legislativas emprendidas en torno al procedimiento y a la organización ad-
ministrativa67. El concepto mismo de lo que es o no, de lo que debe o no, ser Derecho 
se encuentra aquí en juego, por un desconocimiento –paradójicamente– del Derecho 
Administrativo Global.68

– Las modalidades de la actuación administrativa devienen mucho más complejas y 
variables. El monopolio del modelo en que se ha sustentado el Derecho Administrativo 
clásico (actividad administrativa de policía) da paso a una pluralidad de modelos de 
gobierno y administración: si el Derecho Administrativo nacional, pese a las muchas 
reformas experimentadas en las últimas décadas en torno a las técnicas regulatorias (y 
los amplios programas de reforma regulatoria emprendidos, a impulsos, por ejemplo, 
de la OCDE o de la Unión Europea), gira aún hoy esencialmente sobre el modelo del 
«ordeno y mando» (command and control regulations), esto es, sobre la actividad adminis-

[ 65 ] Capítulo segundo, núm. III.

[ 66 ] Vid. el capítulo undécimo.

[ 67 ] Nos referimos a las Leyes 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Públi-
co, leyes esCORAdas hacia el Informe CORA, confesadamente vinculado a la OCDE. Vid. la nota 
siguiente.

[ 68 ] Por todos, y de modo concluyente, vid. el capítulo séptimo in totum. 
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trativa de policía69, el Derecho Administrativo Global evidencia ya de forma patente el 
debilitamiento de ese modelo y la convivencia y entrelazamiento de ese clásico esquema 
con otros muchos. El paradigma de la gobernanza deliberativa no es sino una de las 
estrategias fundamentales.70

– La teoría de las fuentes del Derecho, y, más en concreto, de lo que es Derecho Ad-
ministrativo, parece girar aún en torno al carácter «estadocéntrico» de la disciplina71, 
con menosprecio de los actos de aplicación. Las fuentes del Derecho parecen enrique-
cidas, no ya sólo desde arriba (estándares, normas o reglas emanadas de las organiza-
ciones globales), sino desde dentro a consecuencia de una compresión más amplia de 
la teoría regulatoria72. No sólo a resultas de nuevas normas de general aplicación, sino 
también de actos de aplicación, provengan del «exterior» o se fragüen en el interior sin 
influencia externa73. No es suficiente con identificar y describir esos fenómenos. Ese 
es sólo el primer paso. Se trata de un problema conceptual. ¿Cuáles son las fuentes del 
Derecho?74 Y, además, en términos prescriptivos: ¿cuáles han de ser las fuentes del De-
recho reconocibles y aceptables? Y aún antes, ¿cuáles son los elementos constitutivos 
del Derecho en una sociedad democrática?75 Estas cuestiones, que se hallan en la base 
de la gobernanza global76, afectan, en una medida nada desdeñable, al sistema interno.

¿Las normas emanadas por las «filiales» de las organizaciones internacionales en 
sentido estricto, por las organizaciones subordinadas de éstas, o por las redes intergu-
bernamentales compuestas por reguladores nacionales, por citar tan sólo dos supuestos 
característicos de normas que vienen desde arriba, y que no siempre requieren de la 
mediación legislativa interna para su implementación dentro del Estado, son normas 
que, sin más, han de ser aceptadas? Porque aceptarse se aceptan. La cuestión, para el 
jurista, presenta una evidente connotación de carácter prescriptivo: ¿qué ha hacerse, en 
términos de justicia, de control, de legitimidad democrática…? 

[ 69 ] Con ello se alude a lo que en la categorización europeo-continental se podrían denominar como 
«actividad administrativa de policía», y, en términos más amplios, al conjunto de instrumentos y téc-
nicas que inciden e impactan sobre el individuo en el ejercicio de autoridad o de potestades administra-
tivas, como manifestación del poder en suma, y en una posición asimétrica entre la Administración y 
el ciudadano. Las técnicas de la ejecutividad y la ejecutoriedad del acto administrativo, el carácter vin-
culante de las normas administrativas, la sanción, o la expropiación, entre tantas manifestaciones, son 
prueba elocuente de esa posición. Puede verse sobre el tema Javier Barnes, «Introducción. Reforma 
e innovación del procedimiento administrativo», en La transformación del procedimiento administrativo 
(editado por J. Barnes), Global Law Press-Editorial Derecho Global, Sevilla, 2008.

[ 70 ] Vid. capítulos quinto y decimotercero.

[ 71 ] Cfr. capítulo tercero. «Un planteamiento serio del tema pasa, pues, inexorablemente por poner 
el foco de atención en aquellas concepciones del Derecho que no comiencen y terminen en el Estado» 
(ibíd).

[ 72 ] Me remito a mi trabajo «Algunas respuestas del Derecho Administrativo contemporáneo ante 
las nuevas formas de regulación: fuentes, alianzas con el Derecho Privado, procedimientos de tercera 
generación», en J. Barnes (ed.), Innovación y reforma en el Derecho Administrativo, 2.0, Global Law 
Press-Editorial Derecho Global, Sevilla, 2012, pp. 251-377.

[ 73 ] Como sucede, por ejemplo, con las licencias ambientales integradas, en las que se instituye todo 
un régimen o estatuto ad hoc. 

[ 74 ] Vid. el capítulo tercero.

[ 75 ] Cfr. capítulos tercero y noveno, núm. IV.

[ 76 ] Por todos, el capítulo tercero. 
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En este contexto, no basta, simplemente, con poner el foco de atención en el De-
recho blando, por ejemplo. Se trata de una reflexión más profunda en el plano de la 
reforma regulatoria, de la pluralidad de modelos de gobierno y administración que 
comienzan a tomar cuerpo en el ámbito nacional, y del propio sistema de fuentes del 
Derecho. ¿Quién puede negar que las resoluciones de los tribunales arbitrales en mate-
ria de inversión establecen criterios y principios que afectan al Derecho interno? ¿Aca-
so un Estado no tendrá en cuenta el acervo jurisprudencial que estos tribunales tiene 
establecido, por ejemplo, en lo que hace a la protección de las inversiones en materia 
de energía, condicionando, por consiguiente, la política energética nacional y las posi-
bles medidas a adoptar? Y, sin embargo, para que ese corpus jurisprudencial constituya 
fuente, en términos normativos, ha de reunir ciertas condiciones, que, en la actualidad, 
no satisface en alta medida.77

– Los actores o sujetos privados ya no ocuparán un modesto capítulo de un manual 
de Derecho Administrativo nacional (para referirse a los derechos de los individuos, 
a los derechos público-subjetivos, a los derechos de carácter procedimental, o a los 
recursos), y algunas referencias como simples destinatarios de la acción administrativa, 
como mero recipiendario. Los sujetos privados participan en la cascada regulatoria –en 
el sistema de fuentes– y en actividades de interés general. El sujeto privado pasará a 
ocupar un papel destacado78, tanto en lo que hace a la teoría del servicio público, como 
a la teoría de las fuentes y de la regulación.79

– La metodología del Derecho Administrativo –o, por mejor decir, las metodolo-
gías o convivencia de métodos, en función, de entrada, de que se trate de interpretar 
o aplicar el Derecho, en clave forense; o de construir nuevos sistemas– se verá fuerte-
mente enriquecida, esto es, en virtud, entre otras variables, de su condición de intér-
prete o de compositor.

Así, el análisis comparado abandonará la mera comparación de instituciones de 
sistemas distintos, para inferir el acervo común, cuando no lo mejor de cada casa. Si los 
principios generales han servido, no de «turismo académico» comparatista en el seno 
de la Unión Europea, sino de auténtica fuente del Derecho en manos de la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia, con mayor razón en el ámbito del Derecho Administrativo 
Global, donde la metodología comparada tendrá por objeto prioritario el hallazgo y la 
identificación de principios reputables como comunes y propios de todo sistema admi-
nistrativo (legalidad, proporcionalidad, no discriminación, audiencia del interesado y 
derechos de defensa, participación, transparencia, objetividad e independencia…), y la 
inducción, y avance de modelos transvasables en los distintos escenarios a las concep-
ciones y sectores del espacio jurídico global.80

[ 77 ] Sobre el tema, vid. el capítulo undécimo.

[ 78 ] Me remito a mi trabajo «El sujeto privado en la Constitución económica: de la vertiente de defen-
sa de los derechos y libertades, a la dimensión activa de los actores privados en cuanto protagonistas 
y corresponsables de la vida económica», en Constitución Económica, Actas de las XVII Jornadas de la 
Asociación de Letrados del Tribunal Constitucional. Tribunal Constitucional - Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Madrid, 2012.

[ 79 ] Ibíd.

[ 80 ] Los «principios generales del Derecho» también constituyen una fuente del Derecho Internacio-
nal (aparecen como tal en el Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia) y lo serán en la construc-
ción del Derecho Administrativo Global.
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Éstos son tan sólo algunos de los «efectos colaterales» sobre el Derecho 
Administrativo nacional. El Derecho Administrativo Global aspira a mucho 
más y se mueve en todas las direcciones, puesto que su eje gira en derredor del 
funcionamiento de las organizaciones del espacio global, excediendo con ello 
en mucho de las implicaciones directas que depara sobre las Administracio-
nes nacionales, algunas de cuyas manifestaciones han quedado apenas anotadas 
marginalmente en los ejemplos anteriores. 

El Derecho Administrativo Global, en suma, plantea un proyecto cierta-
mente sugestivo para el administrativista, puesto que los problemas esenciales 
a los que éste se enfrenta se dan ya a nivel estatal.81 El Derecho Administrativo 
Global reta al Derecho Administrativo nacional.

V.  De «el» Der echo Ad m i n istr ati vo a «los» Der e-
chos Ad m i n istr ati vos

El Derecho Administrativo se ha construido con pocos adjetivos. De entrada se 
formula en singular y en abstracto, como algo unitario. Las únicas modulaciones que 
hasta ahora ha admitido sin protesta han sido las geográficas o territoriales (español, ar-
gentino, alemán, europeo, estadounidense…), o las propias de la sistemática tradicional 
de las distintas partes en que éste se articula en la familia europeo-continental. Así, se 
habla de «Derecho Administrativo General» y de «Derecho Administrativo Especial». 
Ello no ha impedido, como es bien sabido, la agregación de un adjetivo descriptivo de 
un sector, materia, o perspectiva transversal: Derecho Administrativo Económico, De-
recho Administrativo Medioambiental, y así sucesivamente. En esencia, sin embargo, 
se habla de sistemas nacionales de Derecho Administrativo, y, en el ámbito europeo, 
superpuesto y entrelazado, del Derecho Administrativo Europeo, entendido no ya sólo 
como el Derecho Administrativo que rige las instituciones administrativas de la Unión 
Europea, sino como el Derecho Administrativo que se impone a los Estados miembros 
en la implementación y ejecución del Derecho de la Unión Europea. 

Algo semejante puede decirse del Derecho Administrativo Global. A esta locución 
se le pueden añadir otras adjetivaciones o perífrasis: el Derecho Administrativo Global 
de la seguridad alimentaria, el Derecho Administrativo Global de la estandarización 
de productos y servicios, el Derecho Administrativo Global del deporte, el Derecho 
Administrativo Global de la protección de las inversiones en materia de energía… En 
cambio, es muy pronto, desde luego, para hablar de «general-especial», si es que algu-
na vez se arriba a tal puerto, a la vista, no ya sólo de su incipiente estado de gestación, 
sino, sobre todo, sus hondas raíces en la cultura jurídica angloamericana. Sí cabe, sin 
embargo, una distinción, que al administrativista de formación europeo-continental le 
es familiar. Así, se puede hablar del Derecho Administrativo Global para los Estados 
(reglas de procedimiento y de control, por ejemplo) que impone la organización global 
a sus Estados miembros, para garantizar una aplicación uniforme y efectiva, del mismo 

[ 81 ] Cfr. capítulo segundo, núm. V.
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modo que puede darse en el seno de la Unión Europea. Y del Derecho Administrativo 
Global para la propia organización o sistema global-sectorial. Aquí la vertiente ad ex-
tra o ad intra se mueve en una dirección inversa a cuando el punto de partida y eje se 
sitúa en el Estado. Derecho Administrativo Global ad extra será el que se impone a las 
autoridades nacionales desde la misma organización que opera más allá del Estado (el 
caso de la OMC, por ejemplo). Mientras que Derecho Administrativo Global ad intra 
es aquél que la misma organización incorpora o internaliza en su propia estructura. 

Más allá de estos «plurales», hoy, sin embargo, cabe hablar –ésta es nues-
tra tesis– de «Derechos Administrativos», no reconducibles a una unitaria y 
monolítica teoría general, aun cuando siempre quepa reconocer un tronco o 
cultura común. A ello no referimos de inmediato. 

VI  .  «Tr á fico ju r ídico en tr e pa sa r ela s»: la i n-
tercon ex ión, r ecí proca i n ter acción y mu tuo 
a pr en di zaje en tr e los tr es n i v eles o estr atos 
del Der echo Ad m i n istr ati vo con te m por á n eo

Sabemos, y es una idea recurrente de esta obra por cuanto se erige en pre-
misa de partida, que no basta con la exportación o importación de instituciones, 
mecanismos o elementos entre los sistemas nacionales de Derecho Administra-
tivo y los sistemas transnacionales o globales, a cuya construcción se aspira. La 
analogía tiene sus límites. 

Cabe concebir, por el contrario, diversos estratos y sistemas de Derecho 
Administrativo: uno es el Derecho Administrativo estatal, que gobierna y rige 
aquellas actividades administrativas, que, como antaño, carecen de relevancia 
más allá del Estado. Otro es el Derecho Administrativo nacional o interno que 
tiene las miras puestas en las consecuencias o relieve que esas actividades admi-
nistrativas poseen hacia el espacio exterior cuando emprende un procedimiento 
decisorio o bien cuando implementa o ejecuta lo dispuesto y establecido al otro 
lado de sus fronteras. Y un último sistema, en fin, que pretende controlar las 
prácticas de las estructuras globales –asimiladas en su carácter o naturaleza a 
Administraciones–. 

En la primera capa se asienta un Derecho Administrativo «estadocéntrico»; en 
la segunda, un Derecho Administrativo de un Estado abierto hacia el exterior. En la 
última, las cosas no se ven ya desde el Estado, sino, inversamente, desde el «espacio 
exterior». 

El primer estrato se mueve exclusivamente ad intra. La vida –objeto de su regu-
lación– transcurre encerrada dentro de los confines del Estado. El segundo estrato se 
preocupa por las acciones o efectos ad extra. Es un Estado poroso, con una mirada a la 
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vida global. El tercero tiene vida propia, se ha emancipado, en cierto modo y en algunos 
supuestos, del Estado. 

El primero está consolidado, el segundo está en construcción, y el tercero está por 
construir, o en un incipiente estado de gestación. 

La segunda capa no es suficiente, porque son muy numerosas las estructuras que 
no son controladas desde los Estados, aunque ese hecho se contrarreste porque la im-
plementación y ejecución de numerosas medidas, programas y políticas establecidas 
desde la institución global se confía a las Administraciones nacionales. 

Estos tres sistemas están llamados a convivir, cuando no a darse la mano, y a in-
terconectarse. No constituyen compartimentos estancos. Su estado es más líquido que 
sólido. 

Acaso el ejemplo más elocuente de esa mezcolanza sea la Unión Europea. De un 
lado, los Estados interiorizan, a través de sus respectivos Derechos Administrativos, 
tantos elementos y componentes del Derecho de la Unión (sea éste originario, o deri-
vado, como en el caso de las Directivas en materia de contratación o medio ambiente). 
De otro, los Estados colaboran y cooperan, a través de sus Administraciones, en la 
aplicación y administración del Derecho Europeo. Pero también las propias institucio-
nes administrativas de la Unión Europea se encuentran disciplinadas por un Derecho 
Administrativo que les es propio. 

Esa pluralidad apareja, a nuestro juicio, dos consecuencias. Una es la mayor o me-
nor autonomía científica y normativa que esos sistemas adquieren –en crecimiento di-
rectamente proporcional a medida que, como capas superpuestas, se alejan del Estado–. 
Otra, bien distinta, es que la familiaridad del administrativista con tres sistemas dife-
rentes, con categorías y principios operativos con contenidos y estructuras diversas, 
facilitará la creatividad, la evolución y el intercambio de experiencias entre esos tres 
sistemas. 

VII   .  A modo de glosa r io

Sin pretensiones de exhaustividad, menos aún definitorias, se seleccionan aquí al-
gunos términos recurrentes a lo largo del volumen, y cuyo sentido, aunque advertido 
con alguna frecuencia por nota del editor o del traductor, conviene ahora siquiera es-
bozar, para evitar equívocos, o caer en la trampa de los «falsos amigos»: 

a) Global, se utiliza, predicado del «Derecho Administrativo», o de la «gobernan-
za», o de la «regulación», entre otras cosas, como equivalente a «mundial», y en abier-
to contraste con «internacional» en sentido estricto. Ahora bien, de inmediato ha de 
matizarse que no se quiere con ello hacer referencia a una suerte de «universalización» 
o de «mundialización» de un Derecho, en este caso del «Administrativo». Menos aún 
quiere sostenerse que exista un modelo uniforme o unitario de Derecho Administra-
tivo o de la gobernanza global. De hecho, a lo largo de la obra se alude a «un» Dere-
cho Administrativo Global, no «al» Derecho Administrativo Global. «Global» se usa, 
pues, para hacer referencia en última instancia a lo que acontece más allá del Estado 
(también dentro de éste, pero con la mirada puesta en el exterior). Se evita el término 
«internacional», al que mira de frente en todo momento, para dar a entender que se 
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busca algo distinto al Derecho Internacional clásico, ya que éste no contiene todas las 
explicaciones, ni cubre infinidad de supuestos que le conciernen, y porque, además, y 
he ahí la «tragedia» de aquél, se encuentra atrapado en su tradicional paradigma in-
tergubernamental, siendo así que numerosas organizaciones y fenómenos no encajan 
ni responden a ese paradigma. Así, por ejemplo, no es intergubernamental la fase as-
cendente y descendente que, dentro del Estado, es necesario seguir –o sería necesario 
seguir– tanto para formar la voluntad del propio Estado ante tantas organizaciones que 
operan más allá del Estado, como para implementar, de ordinario no en forma mecá-
nica y meramente deductiva, sino con un margen de apreciación o libertad, lo que se 
haya «allí» acordado. El Comité de Basilea podría constituir un ejemplo en tal sentido. 
Nada de intergubernamental tienen, por otra parte, las organizaciones privadas que 
participan en la cascada regulatoria, sea estableciendo estándares, o sea supervisando 
su implantación, entre otras cosas. Las asociaciones nacionales y sus aglutinantes inter-
nacionales –el caso de ISO puede constituir un ejemplo fácil– son objeto de la mirada 
exterior del jurista. 

b) «Regular», «regulación», y, sobre todo, «regulatorio» aquí no es sinónimo ni 
equivalente sin más de dictar «normas» o de «producción normativa» o «reglamen-
taria». Constituye, en ese sentido, un falso –y peligroso– amigo. Cuando se habla de 
«reglas regulatorias», o de «medidas regulatorias» en el presente volumen, como en la 
literatura sobre el tema, no se quiere aludir tan sólo a normas en sentido estricto (nor-
mas escritas, vinculantes, emanadas de un centro productor dotado de la necesaria le-
gitimación democrática). Menos aún se quiere hacer referencia aquí a los denominados 
«sectores regulados» (o servicios públicos «a la norteamericana»). Se utiliza el término 
«regulatorio» en un sentido mucho más amplio e integrador, que incluye actuaciones 
normativas desde luego, pero también mecanismos de Derecho blando, estándares no 
vinculantes, o incentivos de todo tipo, por ejemplo. Al fin y al cabo, nótese bien, se 
define, en la propuesta metodológica de la que se parte, el Derecho Administrativo 
Global como el conjunto de mecanismos, principios, prácticas y acuerdos sociales que 
promueven la rendición de cuentas de las «Administraciones globales» mediante el 
cumplimiento de unos principios adecuados –transparencia, participación, motivación 
y control–.82 Y en esa promoción pueden inscribirse no sólo normas sino actividades 
de certificación o acreditación, por ejemplo. Traducir «regulatorio» (regulatory) por 
«normativo» incurriría, por tanto, en un reduccionismo, que dejaría muchas cosas fue-
ra, a no ser que el contexto del texto o la expresa salvedad impidan ese equívoco. Por 
eso, se ha mantenido en el texto traducido el término «regulatorio», aun cuando «re-
gulatorio» hoy día pueda en el lenguaje jurídico resultar a su vez equívoco («sectores 
regulados», «organismo regulador», y así sucesivamente), o simplemente desconocido 
para el mundo del Derecho, no así, obviamente, para la teoría de la regulación. En la 
ciencia política, sin embargo, y en el lenguaje de los organismos internacionales, como 

[ 82 ] Así, en el capítulo segundo se lee que el Derecho Administrativo Global «comprende todo un 
conjunto de instrumentos, principios, prácticas y concepciones sociales, que promueven o influyen en 
la rendición de cuentas y en la supervisión (accountability) de las organizaciones administrativas que se 
sitúan en el plano global, a través, primero, del cumplimiento de estándares adecuados, tales como la 
transparencia, la participación, la motivación de las decisiones, y el principio de legalidad; y, segundo, 
mediante el efectivo control y revisión de las decisiones que tales organizaciones adoptan». Y el capí-
tulo tercero, por su parte, concibe el mismo sustantivo «Derecho», que sirve de base de los adjetivos 
«administrativo» y «global» en sentido muy amplio. 
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la OCDE, sí resulta más familiar.83 El adjetivo «regulatorio» se predica con frecuencia 
de la organización. Así, una organización regulatoria global, pública, privada o mixta, 
es cualquier entidad u organización (Administración o agencia nacional, o transnacio-
nal; asociación privada; empresa; ONG; red de reguladores nacionales; tribunal arbi-
tral, etc.), capaz de influenciar, dirigir o condicionar el sector de que se trate en alguna 
forma, directa o indirecta, en mayor o en menor medida. No se habla, en tal caso, 
de organización «reguladora», porque ello evocaría para el jurista que su actuación 
central consiste en el dictado de normas, naturalmente de carácter vinculante, siendo 
así que son otras muchas las cosas que hace una organización «regulatoria»: desde 
supervisar la implementación o evaluar un impacto; pasando por facilitar información; 
establecer indicadores, determinaciones o estándares voluntarios; validar, acreditar 
o certificar; hasta participar en procedimientos formalizados conducidos por super-
agencias públicas. En algunas ocasiones, sin embargo, no se ha traducido el término 
«regulatory» por «regulatorio», porque, por el contexto, se entiende que se habla de 
regulación en ese amplio sentido. Por ejemplo, cuando se alude en ciertos contextos 
a las instituciones reguladoras de alcance global se entiende que se trata de organiza-
ciones «regulatorias», esto es, de organismos o entidades que inciden (condicionan, 
influencian o promueven) más allá de la jurisdicción de un concreto Estado, a través 
de múltiples técnicas e instrumentos, la acción de muchos otros actores estatales, de 
otras organizaciones supranacionales, de otras redes de reguladores nacionales y, por 
supuesto, de numerosos sujetos privados. 

c) «(Global) regime»: sistemas jurídicos, aparatos o regímenes legales de alcance 
global, de ordinario de carácter sectorial (salud pública, comercio internacional, segu-
ridad aérea, seguridad alimentaria, regulación de los mercados financieros, etc). Se tra-
ta de estructuras dinámicas y con frecuencia complejas, que interactúan para regular. 

[ 83 ] Así, en el capítulo quinto, Richard B. Stewart podrá decir, al comienzo del epígrafe I, que aquí se 
concibe la regulación global en términos muy amplios, y comprensivos de un vasto abanico de progra-
mas y actividades que adoptan y desarrollan reglas y otras normas con el fin de dirigir y coordinar la 
acción de numerosos actores de cara a la consecución de objetivos comunes. 

Por regulación no se entiende, pues, «sectores regulados», u «organismos reguladores», sino algo 
mucho más amplio. 

En esa misma línea, y a los efectos de extraer consecuencias sobre las diversas modalidades de 
regulación para el Derecho Administrativo, se han movido trabajos de quien suscribe como los si-
guientes: «Introducción: reforma e innovación del procedimiento administrativo», en Javier Barnes 
(ed.), La transformación del procedimiento administrativo, Global Law Press-Editorial Derecho Global, 
Sevilla, 2008, pp. 15-69; «El sujeto privado en la Constitución económica: de la vertiente de defensa 
de los derechos y libertades, a la dimensión activa de los actores privados en cuanto protagonistas y 
corresponsables de la vida económica», en Constitución Económica, Actas de las XVII Jornadas de la 
Asociación de Letrados del Tribunal Constitucional (2011), coeditado por el Tribunal Constitucional 
y el Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2012 ; «Las fuentes del Derecho y las 
nuevas formas de regulacion y gobernanza administrativa, en «Fuentes del Derecho Administrativo», 
IX Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo, 2010, Mendoza, Argentina, Ediciones RAP, 
Buenos Aires, Argentina, 2010; «Towards a Third Generation of Administrative Procedures», Com-
parative Administrative Law, Edward Elgar Publishing, edited by Susan-Rose Ackerman and Peter L. 
Lindseth, febrero 2011; «Algunas respuestas del Derecho Administrativo contemporáneo ante las 
nuevas formas de regulación: fuentes, alianzas con el Derecho Privado, procedimientos de tercera 
generación», en J. Barnes (editor), Innovación y reforma en el Derecho Administrativo, 2.0, Global Law 
Press-Editorial Derecho Global, Sevilla, 2012; etc. Igualmente, puede consultarse la web: http://dere-
choadministrativocontemporaneo.org/polsreg-introduccion/.
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d) De otros muchos conceptos (Estado de Derecho, rendición de cuentas, carácter 
prescriptivo, la condición «pública» del Derecho, etc.) se da debida cuenta en las notas 
del editor o del traductor, y a ellas nos remitimos. 

VIII    .  Agr a deci m i en tos

Es necesario destacar, en primer lugar, el trabajo del equipo de especialistas 
de la Universidad Carlos III de Madrid, a través de su Departamento de Dere-
cho Público del Estado, y del Instituto «Pascual Madoz» del Territorio, Urba-
nismo y Medio Ambiente, por la acogida e impulso de esta iniciativa editorial, 
por su participación directa en la actividad más ardua –la traducción jurídica-, 
y, en fin, por su generosa contribución a su financiación. Sin este apoyo institu-
cional y personal no habría sido posible la presente publicación. La comunidad 
científica y profesional, y esta editorial académica, están, pues, en deuda con la 
institución, sus órganos y cada una de las personas que los componen. Merece 
reseñarse especialmente la iniciativa y la labor de coordinación general que 
ha desempeñado la profesora Teresa Parejo Navajas, en particular en relación 
con las traducciones. La gratitud se extiende a, y se personifica también en, el 
profesor Antonio Descalzo González, director del citado Departamento, y el 
profesor Luciano Parejo Alfonso, director del referido Instituto, por su cons-
tante ayuda y pronta disponibilidad. Es obligado igualmente expresar nuestro 
agradecimiento al Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) por la 
función coeditora que ejerce y el apoyo que con ello brinda a la presente obra 
colectiva. 

Por último, conviene recordar que en una obra de estas características los 
verdaderos protagonistas son los traductores, en cierto modo co-autores. La 
traducción jurídica –sin duda, la más compleja de las traducciones científicas, 
siquiera sea por la falta de equivalencia entre ordenamientos en el plano de los 
conceptos y de la terminología legal por la que en cada caso opta el legislador o 
la respectiva comunidad jurídica– requiere ciencia, técnica y arte, y así debiera 
reconocerse en el mundo académico. No es una tarea en modo alguno mecáni-
ca, sino de hondas raíces científicas, al tiempo que creativa e innovadora.

Es más, la historia de la cultura es la historia de la traducción. «La historia cultural 
es historia de traducciones». Y así ha sido desde el mundo clásico. Roma traduce a Gre-
cia, creando en la lengua latina sus propios conceptos para expresar desde su ángulo 
el pensamiento originario, haciendo aún más fértil la relación entre ambas. Mientras 
que la cultura traducida, al verse reflejada en otra lengua y cultura se entiende mejor 
a sí misma, la cultura y lengua que la recepcionan avanzan un paso más. Nunca podrá 
exagerarse bastante la trascendencia de la traducción, confiada sin duda a expertos y 
pensadores a un tiempo. «Cada lectura –y una traducción es una lectura cualificada– es 
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nueva, como nuevo es cada lector... Traducción y lectura no son recepciones pasivas de 
una escritura: logran hacer más inteligible el texto originario...».84

Por todo ello, y sin perjuicio de que así se haga constar en cada capítulo, 
quiere hacerse aquí el elenco de esos protagonistas. El equipo de traductores, 
bajo la coordinación de Teresa Parejo Navajas, ha estado constituido por los 
profesores e investigadores Teresa Parejo Navajas, José Vida Fernández, Ángel 
Manuel Moreno Molina, Carmen Camblor de Echanove, Agustín de Asís Roig, 
Marcos Vaquer Caballería, Juan Cruz-Alli Turrillas, Yolanda Gómez Lugo, 
Alicia Cebada Romero, Rodrigo Vallejo y Javier Barnes, así como por otros 
colaboradores de la Universidad de Nueva York, a los que se hace mención en 
el Prefacio con el que los autores encabezan este volumen. 

A la traducción inicial, y en la búsqueda de un producto armonioso y co-
herente, se suma la paciente y abnegada labor, no menos generosa, de los es-
pecialistas que han conformado el grupo editorial de revisión bajo la dirección 
y el trabajo del propio editor: Alicia Isabel Saavedra-Bazaga, Francisco José 
García Garrido, Isabel Pont Castejón, José M. Baño Fos, Daniel Sarmiento 
Ramírez-Escudero, Víctor Manuel Macías Caro, Juan Emilio Nieto y José Ig-
nacio Hernández. A ellos ha de rendirse una especial gratitud y reconocimiento 
científicos.

Jav ie  r Ba r ne  s

Catedrático de Derecho Administrativo
Sevilla, 3 de diciembre de 2015.

[ 84 ] Cfr. Antonio Barnés, «Introducción», en Séneca, Sobre la felicidad (edición de Antonio Barnés), 
Escolar y Mayo Editores, Madrid, 2014, pp. 11-13.
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Pról o g o a l a e dic ión e spa ñol a

De r e c ho  Ad m i n i s t r at i vo  G l ob a l :  
F u n da m e n t o s ,  Pr i nc i pio s  

y  Á m bi t o  de  A pl ic ac ió n

V i v i mos un tiempo de transformación de las instituciones tradicio-
nales del Derecho entre otras razones por la aparición de un sistema 
regulatorio global en el que el papel del Estado se diluye abriéndose a 

caminos inexplorados y reorganizándose, con reafirmación de su capacidad de 
actuación, en un nuevo contexto más complejo y fluido. La ruptura de la histó-
rica dualidad determinada por los espacios doméstico e internacional ha abierto 
un nuevo ámbito para la acción administrativa de alcance supranacional que se 
va estructurando en diferentes escenarios y condiciones que –en lo que aquí 
interesa– están haciendo emerger el llamado Derecho Administrativo Global. 
Sin embargo, no por ello las instituciones tradicionales quedan abandonadas. 
En efecto, según indica el profesor Sabino Cassese, pionero en el estudio de 
este nuevo sistema, en su obra Derecho Administrativo: Historia y Futuro (2014), 
«(En) el Derecho Administrativo Global, precisamente porque opera como un 
crisol, son reconocibles las huellas de todas las tradiciones, de la liberal y de la 
democrática, que han influido en el Derecho Administrativo».

Sin perjuicio de la existencia de valiosos trabajos sobre aspectos concretos, 
el conjunto de las importantes cuestiones ligadas a las transformaciones aludi-
das y la emergencia de reglas, soluciones y técnicas en planos que escapan a las 
fuentes estatales tradicionales dista entre nosotros de recibir una atención sufi-
ciente y de contar, por ello, con un tratamiento sólido y adecuado. El propósito 
de esta publicación no es otro, por ello, que contribuir a incrementar el interés 
por y mejorar el conocimiento de los fenómenos que comienzan a agruparse y 
teorizarse apellidando el Derecho Administrativo como internacional (como 
se hace en Alemania) o como global (como hacen los autores norteamericanos 
cuyo trabajos aquí se presentan). Pues si dicho nuevo Derecho Administrativo, 
si es que cabe hablar de tal, está percutiendo y, en su caso, modulando gran 
parte de las instituciones de los Derechos administrativos nacionales, preciso 
es que éstos los asuman e interioricen en la medida necesaria.

Los profesores Richard B. Stewart y Benedict Kingsbury, principales au-
tores de los trabajos que se recogen en la presente obra (en su versión original), 
son los codirectores del ambicioso proyecto de investigación sobre Derecho 
Administrativo Global del que son fruto los estudios aquí publicados; proyecto 
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que trata de dar respuesta a los problemas de responsabilidad en las actuales ins-
tituciones regulatorias globales a través de la participación pública en la toma 
de decisiones administrativas y en los mecanismos de revisión. La iniciativa 
de hacer accesible a la comunidad científica de habla española los principales 
resultados de tal proyecto y la selección de los trabajos aquí recogidos se debe 
al profesor Javier Barnes, catedrático de Derecho Administrativo y director de 
la editorial Global Law Press, con el fin de contribuir al necesario diálogo para 
trazar las fronteras entre el Derecho Administrativo tradicional y el Derecho 
Internacional o Global.

El profesor Richard B. Stewart es uno de los administrativistas más impor-
tantes del panorama académico actual. Su investigación se ha desarrollado en 
las más prestigiosas instituciones, entre otras, la Harvard University o la New 
York University, en la que actualmente ocupa la cátedra John Edward Sexton. 
Es también director del Centro Frank J. Guarini de Derecho Ambiental y del 
Territorio, especializado en la búsqueda de soluciones jurídicas a problemas 
internacionales, en general, y ambientales, en particular. El profesor Benedict 
Kingsbury, acreditado por su profundo conocimiento teórico del Derecho In-
ternacional que integra con maestría en la teoría jurídico-política y en la histo-
ria, ostenta la cátedra Murry e Ida Becker en la Escuela de Derecho de la New 
York University. Dirige el Instituto de Derecho Internacional y Justicia (IILJ) 
y codirige el programa de Historia y Teoría del Derecho Internacional, ambos 
pertenecientes a dicha Universidad. 

La traducción de los trabajos, seleccionados por los propios autores, ha sido 
ejecutada por un equipo formado esencialmente por profesores de la Universi-
dad Carlos III de Madrid y con alguna colaboración externa, que ha sido cons-
tituido al efecto por el Instituto Pascual Madoz de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Medioambiente de dicha Universidad y por su Departamento de 
Derecho Público, junto con la colaboración del equipo editorial. Los trece ca-
pítulos traducidos, conforman un conjunto ordenado, de acuerdo con una in-
teligente sistemática, que distingue con precisión el concepto y fundamentos, 
principios fundamentales, y sectores especiales u ámbito de aplicación. 

Con esa visión, la primera parte está dedicada a los fundamentos y origen 
del Derecho Administrativo Global, a la definición del concepto de Derecho 
en el Derecho Administrativo Global, y al estudio del ejemplo proporcionado 
por el Derecho Administrativo estadounidense para dar solución a los proble-
mas planteados por este Derecho emergente. 

La segunda parte se centra en las opiniones que los autores tienen sobre al-
gunas cuestiones específicas que resultan relevantes en la aplicación del Dere-
cho Administrativo Global a los efectos de reforzar los instrumentos jurídicos 
al servicio de los intereses generales en el ejercicio del poder de las nuevas es-
tructuras administrativas internacionales, y en particular: a) la responsabilidad 
de los sujetos de naturaleza jurídica mixta (público-privada) que operan en el 
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Derecho Administrativo Global, la participación de todos los actores implica-
dos en la toma de decisiones en el nuevo ámbito global, y la necesidad de prote-
ger, en ese proceso, a los más débiles o menos protegidos; y b) la transparencia, 
la motivación y la revisión de los actos derivados de estos entes globales. 

Finalmente, la tercera parte trata de resolver los problemas derivados de: a) la 
aplicación del Derecho Administrativo Global en el contexto internacional, en 
particular, el rol que dicho Derecho desempeña en la gobernanza multinivel de 
la regulación global, a través del ejemplo del funcionamiento de instituciones 
complejas como la Organización Mundial del Comercio, creada para garantizar 
un sistema comercial multilateral regulado; b) el arbitraje entre Inversores y 
Estados como forma de gobernanza global en la que se produce un ejercicio del 
poder por los tribunales arbitrales en el espacio administrativo global; c) la re-
gulación pública transnacional y la función que en ésta desempeña el Derecho 
Administrativo Global, a través del análisis de la regulación establecida por los 
tratados entre Estados, por los acuerdos entre organizaciones internacionales, 
o por los convenios entre redes de agencias gubernamentales dirigidos a los 
operadores de los mercados privados; y d) los arbitrajes entre inversores y Es-
tados, como forma de gobernanza global en la que se producen ejercicios de 
poder en el espacio administrativo global, por los tribunales arbitrales.

Te r e s a Pa r ej o Nava j a s

Profesora Contratada Doctora de la Universidad Carlos III de Madrid
Coordinadora de la traducción jurídica

Visiting Scholar en la Universidad de Columbia (Nueva York), 2013-2015
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PREFACE  

W e are deeply grateful to Javier Barnes for his initiative and dyna-
mism in proposing the publication of this book and in moving it 
through from an idea to a reality with extraordinary effectiveness. 

We are delighted to have this opportunity to engage more fully with experts 
and young scholars in the Spanish-speaking world. One or both of us were au-
thors in all of the chapters in this book, which were drafted in English. Several 
chapters were originally written also with inspired co-authors with whom it 
has been a joy to work and whose creativity and energy we are very thankful to 
acknowledge: Megan Donaldson, Nico Krisch, Michelle Ratton Sanchez Ba-
din, Stephan Schill, and Rodrigo Vallejo. We thank Javier Barnes and the team 
of translators he has assembled, as well as our collaborators Luciana Ricart, 
Rodrigo Vallejo, and Rene Uruena who translated some of these texts in the 
course of working with us on global administrative law projects. We thank too 
the original publishers of the chapters, and the editors and project collaborators 
who helped improve them. Our work on Law and Global Regulatory Gover-
nance, including this work on Global Administrative Law, has been immensely 
influenced by legions of scholars around the world whose work we have read 
with profit or who have pushed and challenged our ideas from their standpoints 
as academics or practitioners or both. It is impossible to list them here, but we 
express our thanks to all. Some of their work has been part of the Global Admi-
nistrative Law Network, and some elements are reflected in the Law and Glo-
bal, Governance book series (in English) with Oxford University Press which 
we curate jointly with Andrew Hurrell. Our entire project has throughout been 
based in the Institute for International Law and Justice at NYU Law School. 
We have received much help as well as generous funding from the Internatio-
nal Development Research Centre (IDRC) in Canada, Carnegie Corporation, 
the Gates Foundation, the Rockefeller Foundation, the National Science Foun-
dation, the Filomen D’Agostino and Max Greenberg Faculty Research Fund 
at New York University School of Law, and the University of Utah through 
President David Pershing and Dean Robert Adler. We have benefited tremen-
dously from working with our students at NYU Law School, and in our tea-
ching and research as visiting professors in Paris, the University of Utah, Yale 
Law School, and elsewhere, and we thank each of these institutions. NYU Law 
School and the exceptional imagination and support of its successive Deans, 
John Sexton, Ricky Revesz, and Trevor Morrison, has provided a remarkably 
fertile and collaborative environment for the cross-cutting project this field of 
inquiry necessitates. Among the many superb colleagues based at or associa-
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ted with NYU Law School with whom we have worked especially closely are 
Philip Alston, Jose Alvarez, Eyal Benvenisti, Armin von Bogdandy, Laurence 
Boisson de Chazournes, Lorenzo Casini, Sabino Cassese, Simon Chesterman, 
Kevin Davis, Grainne de Burca, Rochelle Dreyfuss, Franco Ferraro, Angelina 
Fisher, Eleanor Fox, Mathias Goldmann, Ryan Goodman, Robert Howse, Sam 
Issacharoff, Mattias Kumm, David Malone, Sally Engle Merry, Geoff Miller, 
Meg Satterthwaite, Linda Silberman, Jeremy Waldron, and Joseph Weiler. We 
owe a special debt to Sabino Cassese, who has, through his writings, his crea-
tion and direction of the Instituto di Recherche sulla Pubblica Amministrazio-
ne, and his ecumenical and rigorous scholarly approach had an immense and 
fruitful impact on GAL research and on our own thought.

Benedict      K in  g s bu ry

R ic  h a r d Ste  wa r t

December 2015
Salt Lake City and New York City


